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SCI-616-2013
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio Calvo Alvarado, Rector
Licda. Nery Agüero, Jefa Comisión Asuntos Jurídicos
Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
24 de julio de 2013

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2829 Artículo 11, del 24 de julio de 2013.  Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de Ley “Reforma y adición a la Ley Orgánica del Poder Judicial para garantizar el financiamiento de las secciones especializadas en materia laboral y pensiones alimentarias de la Defensa Pública del Poder Judicial, Expediente Legislativo No. 18.586



Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. En Sesión Ordinaria No. 2822 del Consejo Institucional, celebrada el 05 de junio de 2013, se conoce oficio CJ-69-2013,  con fecha de recibido 28 de mayo del 2013, suscrita por la Licda. Nery Agüero, Jefa de la Comisión de la Asamblea Legislativa, dirigida al Dr. Julio C. Calvo, Rector, en la cual solicita el pronunciamiento sobre el Proyecto: “Reforma y adición a la Ley Orgánica del Poder Judicial para garantizar el financiamiento de las secciones especializadas en materia laboral y pensiones alimentarias de la Defensa Pública del Poder Judicial”, Expediente No. 18.586, publicado en el Alcance 187 a La Gaceta  226 del 22 de noviembre del 2012. 

2. Mediante oficio SCI-446-2013,  con fecha  05 de junio  de  2013, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la M.Sc. Grettel Ortíz Álvarez,  Directora de la Asesoría Legal, se solicita criterio sobre el pronunciamiento del Proyecto “Reforma y adición a la Ley Orgánica del Poder Judicial para garantizar el financiamiento de las secciones especializadas en materia laboral y pensiones alimentarias de la Defensa Pública del Poder Judicial”. 

3. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio,  Asesoría Legal-354-2013, con fecha 11 de junio del 2013, suscrito por la M.Sc. Grettel Ortíz Álvarez,  Directora de la Oficina de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio sobre el Proyecto de Ley “Reforma y adición a la Ley Orgánica del Poder Judicial para garantizar el financiamiento de las secciones especializadas en material laboral y pensiones alimentarias de la defensa pública del Poder Judicial”,  y que en lo conducente dice:


“I GENERALIDADES Y PROPUESTA:

Expediente   18.586 

Proyecto: 	“REFORMA Y ADICIÓN A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL PARA GARANTIZAR EL FINANCIAMIENTO DE LAS SECCIONES ESPECIALIZADAS EN MATERIA LABORAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS DE LA DEFENSA PÚBLICA DEL PODER JUDICIAL”

Iniciado:      25/09/2012

Proponente: Diputado José María Villalta  Florez- Estrada

Según exposición de motivos el proyecto de reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial tiene como objetivo  brindar una fuente de financiamiento  con el fin que se garantice una Defensa Pública, a aquellas personas que económicamente se encuentran imposibilitados para pagar un profesional en derecho en materia laboral y pensiones alimentarias, por lo que se plantea reformas a varios artículos y la inclusión de un artículo nuevo  que a continuación se detalla. 

	LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIA 
	PROYECTO DE LEY  DE REFORMA

	
Artículo 153.- El Jefe de la Defensa Pública o quien este designe, gestionará ante la autoridad correspondiente, la fijación y el cobro de los honorarios por los servicios prestados.
Constituirá título ejecutivo, la certificación que se expida sobre el monto de los honorarios a cargo del imputado. De oficio, la autoridad que conoce del proceso ordenará el embargo de bienes del deudor, en cantidad suficiente para garantizar el pago de los honorarios. El defensor a quien corresponda efectuar las diligencias de cobro ejercerá todas las acciones judiciales o extrajudiciales necesarias para hacerlo efectivo.
	
Artículo 153.-La jefatura de la Defensa Pública o quien esta designe, gestionará ante la autoridad correspondiente, la fijación y el cobro de los honorarios por los servicios prestados.

Constituirá título ejecutivo, la certificación que se expida sobre el monto de los honorarios a cargo del imputado.  De oficio, la autoridad que conoce del proceso ordenará el embargo de bienes del deudor, en cantidad suficiente para garantizar el pago de los honorarios.  El defensor a quien corresponda efectuar las diligencias de cobro ejercerá todas las acciones judiciales o extrajudiciales necesarias para hacerlo efectivo.

En los procesos laborales en que participe la Defensa Pública, deberá solicitarse la condenatoria en costas siempre que esta proceda. Cuando se produzca esta condenatoria a favor de la parte representada por la Defensa Pública, los recursos se destinarán al financiamiento y fortalecimiento de la sección especializada laboral, según lo dispuesto en artículo 454 del Código de Trabajo.

	Artículo 154.- La fijación de honorarios se hará en sentencia o en el momento en que el imputado decida prescindir de los servicios del defensor público.
Los fondos provenientes de honorarios se depositarán en una cuenta bancaria especial y se emplearán para adquirir bienes y servicios tendientes a mejorar la Defensa Pública.

	Artículo 154.-	La fijación de honorarios se hará en sentencia o en el momento en que el imputado decida prescindir de los servicios del defensor público.

Los fondos provenientes de honorarios y costas procesales se depositarán en una cuenta bancaria especial y se emplearán para adquirir bienes y servicios tendientes a mejorar la Defensa Pública.”

	
	ARTÍCULO 2.-	Adicionase un nuevo artículo 159 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas, cuyo texto dirá:

“Artículo 159 bis.-	Créase una carga parafiscal denominada Timbre Solidario para el financiamiento de la sección especializada en materia laboral y pensiones alimentarias de la Defensa Pública del Poder Judicial.  Este timbre es un ingreso especial y será aplicado únicamente a los asuntos civiles y comerciales de mayor cuantía, incluyendo procesos de arbitraje, salvo procesos sucesorios; así como en los procesos cobratorios regulados  en  la  Ley de Cobro Judicial, N.º 8624, de 1 de noviembre de 2007, salvo los procesos de ejecución de sentencias laborales, de familia y agrarios o los procesos cobratorios del Estado y las instituciones autónomas no financieras.

El monto del timbre será de un cero coma cinco por ciento (0,5%), el cual se calculará sobre el valor de la estimación de la demanda.

El timbre se cancelará por medio de depósito bancario, comprobante del cual se adjuntará como requisito de admisibilidad en los procesos indicados en el primer párrafo de este artículo.  De no presentarse la acreditación del pago, junto con el escrito de demanda, se prevendrá el pago correspondiente, dentro del plazo de cinco días y si no se hiciere, se declarará la inadmisibilidad de la demanda y se ordenará su archivo.

Los dineros recaudados por el cobro del timbre se destinarán única y exclusivamente al financiamiento de las secciones especializadas en pensiones alimentarias y materia laboral de la Defensa Pública.  Para estos efectos, el Ministerio de Hacienda deberá girar estos recursos al Poder Judicial, en doceavos, según los ingresos reales a la Caja Única del Estado.

Los recursos generados por este timbre y los ingresos establecidos en el artículo 153 de esta ley no se considerarán como parte de los recursos que le corresponden al Poder Judicial en el Presupuesto de la República para sus gastos ordinarios y no se tomarán en cuenta para establecerle limitaciones presupuestarias al Poder Judicial ni a la Defensa Pública.”
 
Rige a partir de su publicación.




II-Normativa:
· Declaración Universal sobre Derechos Humanos 
La Declaración Universal sobre Derechos Humanos consagra el acceso a una justifica sin discriminación.

Artículo11

“Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se prueba su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.”
· Declaración Americana  de Derechos Humanos.
El  Artículo 8.  Garantías Judiciales establece:
 “1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
 (…)  d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
 e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 

 (…)
· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
“Preámbulo 
Los Estados Partes en el presente Pacto, 
Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables, 

Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la persona humana, 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre en el disfrute de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus derechos económicos, sociales y culturales”.

En igual sentido tenemos como garantía de defensa el Pacto Internacional de derechos Civiles y Políticos 

 De la anterior normativa se determina como fundamento el disfrute de las libertades Si bien es cierto, estos enunciados se inclina hacia al ámbito penal, tratándose de garantía de derechos humanos estos trascienden al ámbito de materias: civiles, familia, laborales, entre otras. Siendo el Estado el obligado a proteger estos derechos por lo que debe  adaptar la legislación para lograr una real justicia e igualdad entre las partes. 
· Constitución Política
DERECHOS Y GARANTÍAS INDIVIDUALES
“Artículo 41.- Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para la injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses  morales. Debe hacérseles justicia pronto, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.”

DERECHOS Y GARANTÍAS SOCIALES

“Artículo 74.- Los derechos y beneficios a que este capítulo se refiere son irrenunciables. Su enumeración no excluye otros que se deriven del principio cristiano de justicia social y que indique la ley; serán aplicables por igual a todos los factores concurrentes al proceso de producción y reglamentados en una legislación social y de trabajo, a fin de procurar una política permanente de solidaridad nacional.” 
· Ley Orgánica del Poder Judicial
 De los defensores públicos y de oficio
 
“Artículo 152.- La Defensa Pública proveerá defensor público a todo imputado o prevenido que solicite sus servicios. La autoridad que tramite la causa le advertirá que, si se demuestra que tiene solvencia económica, deberá designar un abogado particular o pagar al Poder Judicial los servicios del defensor público, según la fijación que hará el juzgador.
Asimismo, los empleados del Organismo de Investigación Judicial y los demás servidores judiciales tendrán derecho a que se les nombre un defensor público, cuando sean llevados ante los tribunales o la sede disciplinaria, por asuntos directamente relacionados con el ejercicio de sus funciones.

También proveerá defensor, en los procesos agrarios no penales, a la parte  que lo solicite y reúna los requisitos que establezca la ley de la materia”

Artículo 153- El Jefe de la Defensa Pública o quien éste designe, gestionará ante la autoridad correspondiente, la fijación y el cobro de los honorarios por los servicios prestados.

Constituirá título ejecutivo, la certificación que se expida sobre el monto de los honorarios a cargo del imputado.  De oficio, la autoridad que conoce del proceso ordenará el embargo de bienes del deudor, en cantidad suficiente para garantizar el pago de los honorarios.  El defensor a quien corresponda efectuar las diligencias de cobro ejercerá todas las acciones judiciales o extrajudiciales necesarias para hacerlo efectivo.  

	Artículo 154- La fijación de honorarios se hará en sentencia  o en el momento en que el imputado decida prescindir de los servicios del defensor público.

Los fondos provenientes de honorarios se depositarán en una cuenta bancaria especial y se emplearán para adquirir bienes y servicios tendiente a mejorar la Defensa Pública. 

· DEFENSA PÚBLICA

	La defensa Pública tiene como objetivo brindar a aquellas personas que se encuentran imposibilitadas para contratar la asesoría y representación de un profesional enderecho  como se indicó en el punto anterior la Ley Orgánica del Poder Judicial establece esta posibilidad es esta ley  es una Institución que tiene por objetivo brindar servicios de asesoría y representación jurídica, esencialmente a aquellas personas que no poseen medios económicos como para sufragar el costo de un profesional en derecho.  La defensa pública encuentra su fundamento legal y la definición de sus competencias principalmente en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Pero no se puede dejar de lado que existe otra norma que también establece el derecho a la defensa pública entre ellas:

· Ley de pensiones alimentarias

“Artículo 13.-Con el fin de hacer valer los derechos aquí consignados, quienes carecieren de asistencia legal y de recursos económicos para pagarla, tendrán derecho a que el Estado se la suministre gratuitamente.  Para este efecto, el Poder Judicial creará una sección especializada dentro del Departamento de Defensores Públicos.” 

· Ley de la Jurisdicción Agraria: 

“Artículo 25.- Tratándose de personas de escasos recursos, a juicio del tribunal, contra quienes se establezca cualquiera de las acciones, cuyo conocimiento compete a la jurisdicción agraria, el juez podrá, a solicitud del accionado, delegar la defensa de éste en un miembro del cuerpo de defensores públicos. Análoga medida deberá acordar el tribunal cuando el demandado se encuentre en cualquier otra de las situaciones previstas en el artículo 133 de Ley Orgánica del Poder Judicial.”

· Código de Familia

 “Artículo 7º.- Para hacer valer los derechos consignados en este Código, quienes carecieren de asistencia legal y de recursos económicos para pagarla, tienen derecho a que el Estado se la suministre conforme a la ley.” 
La Sala Constitucional desde el año 2009 ordenó la obligatoriedad de Defensa Pública de atender en materia de familia  en  forma gratuita a aquellas personas que no cuentan con recursos económicos que pretendan hacer valer sus derechos. Basan su decisión en los artículos 7 y 8 del Código de Familia
· Ley de jurisdicción Agraria

La defensa pública en materia agraria está regulada en el artículo 152 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, indicado con anterioridad y en el artículo 25 de la Ley de jurisdicción agraria. 

“Artículo 25.- 

Tratándose de personas de escasos recursos, a juicio del tribunal, contra quienes se establezca cualquiera de las acciones, cuyo conocimiento compete a la jurisdicción agraria, el juez podrá, a solicitud del accionado, delegar la defensa de éste en un miembro del cuerpo de defensores públicos.

Análoga medida deberá acordar el tribunal cuando el demandado se encuentre en cualquier otra de las situaciones previstas en el artículo 133 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.”

· Circulares de la Corte Plena 

Materia de tránsito.
Circular 3-2003 de la corte de justicia:
“La corte plena, en sección Nº 54-02, celebrada el 2 de diciembre de 2002, articulo XVII, dispuso comunicarles que (...)  2.- En relación con la asignación de defensor público en materia contravencional se recomienda lo siguiente:

a- Tratándose de contravenciones sancionadas directamente con pena de prisión, porque el imputado es reincidente y en los casos en que el imputado esté sometido a prisión preventiva, deberá asignarse un defensor al menos para la realización del juicio oral; así como también en la fase de ejecución cuando la multa ase convierta a prisión. En estos casos deberá prevenirse la designación de un defensor privado  y  se asignará el defensor público  cuando el primero no sea designado conforme a la normativa vigente.
(…)
· Participación de la defensa pública en los procesos de transito:

La “Circular 102-2002 del consejo superior:”,  deja evidente el problema que existe en relación a la carencia o limitaciones que tiene el Poder Judicial relacionado con la Defensa pública al indicar: “Es decir, la defensa en vista de las limitaciones evidenciadas, ha tenido que establecer prioridades en el servicio, siendo la primera de ellas al atender aquellos asuntos en que se peligra la libertad personal de nuestros usuarios. Siendo la materia de tránsito una materia en la que no ocurre esa situación y además, como bien lo reconoce el mismo consultante, pudiendo ejercer el imputado en forma personal su defensa sin que esto le traiga como consecuencia alguna vulneración a sus derechos como bien lo ha decidido la sala constitucional, la participación de la defensa pública se limita a la medida en que otras áreas prioritarias no se vean afectadas.”

"A fin de darle mayor participación a la defensa pública en materia de tránsito, sería necesario dotarla de un número semejante de defensores públicos con el que cuenta actualmente, decisión que en todo caso, no le corresponde a nuestra institución sino a criterios políticos con relación al gasto público.”

Se adjunta a manera de nota ejemplarizante la situación que ha expuesto la Defensa Pública ante CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL.- San José, a las 8:30 horas del 02 de mayo del dos mil doce, relacionada con las limitaciones para poder abarcar la defensa pública en diferentes áreas y la urgente necesidad de buscar una solución, en materia tan delicada donde pueden verse afectados derechos fundamentales ante la imposibilidad de tener una defensa en muchos casos por razones económicas[footnoteRef:0] [0: ARTICULO VI:
“Se conoce reconsideración planteada mediante oficio JEF-563 del 2012,  suscrito por el Lic. Alejandro Rojas Aguilar, Subjefe de la Defensa Pública, … 
En esta reconsideración el Lic. Alejandro Rojas Aguilar, plantea lo siguiente:

“En atención al oficio número 266-PLA-2012, nos presentamos ante su estimable persona a efectos de manifestar que comprendemos la situación presupuestaria a nivel nacional, razón por la cual se denegó la gestión de esta institución con respecto a la creación de nuevas plazas en materia de Familia. 
 Asimismo externamos nuestro criterio en relación a las cuatro plazas ordinarias profesionales en materia de Familia que entrarán en vigencia a partir de julio de 2012, en el entendido de que si bien es cierto las mismas nos fueron asignadas,  resulta evidente que no se podrá brindar una cobertura efectiva a dicha materia con este limitado recurso. 
Nótese que con cuatro plazas no se puede abarcar la prestación del servicio público en todos los procesos que dicho ámbito implica, razón por la cual se solicita que estas plazas sean destinadas específicamente a la atención de Pensiones Alimentarias y que puedan ser ubicadas en las zonas en donde no existe plaza especializada. 
Esta misma solicitud fue planteada al Consejo Superior mediante oficio JEF-500-2012  –se adjunta copia–, en donde se expuso que actualmente hay seis lugares del país en donde la prestación de este servicio público alimentario no se brinda, en otras diez oficinas el servicio se ofrece como un recargo a las plazas de materia penal y finalmente la mayoría de las oficinas mantiene una carga de trabajo bastante elevada que hace necesario contar con plazas adicionales. 
En virtud de lo descrito anteriormente, se reitera nuestra solicitud de que las cuatro plazas en cuestión sean reubicadas al área de Pensiones Alimentarias, puesto que la misma está contemplada dentro del ámbito del derecho de familia y de esta manera dichas plazas no perderían la naturaleza para lo cual fueron creadas. 
No está de más agregar que nuestro fin último con la presente solicitud es dar cobertura a las zonas donde actualmente no se brinda este servicio que es una prioridad por tratarse del Derecho Humano a los alimentos.”.

Asimismo, mediante oficio JEF-500 del 28 de marzo dirigido al Mag.Mora, la Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Directora de la Defensa Pública le manifiesta lo siguiente:
“       Reciba un cordial saludo de mi parte, al mismo tiempo que me permito expresar mi preocupación en torno a la problemática que está enfrentando la Defensa Pública como institución en cuanto al servicio público que se brinda en materia de pensiones alimentarias, toda vez que estamos pasando por un momento coyuntural donde el personal asignado para la atención de las usuarias y usuarios en esta materia tan sensible, no puede abarcar la totalidad de  los requerimientos gestionados. 
Por ejemplo, al día hoy existen seis lugares del país en dónde el servicio no lo brindamos, en otras diez oficinas el servicio se brinda como un recargo a las plazas de materia penal y finalmente la mayoría de las oficinas mantiene una carga de trabajo elevada que hace necesario el contar con plazas adicionales. La situación anterior, me impulsa a externarle la propuesta inicial que adjunto a este oficio, mediante la cual pretendo hacer de su conocimiento la verdadera cantidad de plazas (un total de 45 plazas) que se requieren en materia de pensiones alimentarias en la Defensa Pública, con indicación de los lugares donde resulta urgente que sean instauradas las mismas, así como otros datos que resulta trascendentales. (Se adjunta propuesta)---“


] 

CONCLUSIONES RECOMENDATIVAS: 
1-La defensa pública ha sido creada como un instrumento que permita a las personas de escasos recursos contar con un profesional en derecho que defienda sus derechos gratuitamente, si bien es cierto en la mayoría de los casos se ha perfilado hacia la materia penal, también existen derechos fundamentales establecidos en Convenciones internacionales  sobre todo relacionadas con la defensa y protección de los derechos humanos.  Es así como encontramos otros derechos importantes en materia de familia, laboral, agraria, entre otras., donde también se da el fenómeno de inaccesibilidad a una defensa por razones económicas.

2- Se debe tener en cuenta que el Poder Judicial, y ello lo ha manifestado reiteradamente la Defensa Pública no cuenta con los medios humanos, técnicos, y de estructura para poder cubrir todas las áreas donde se hace necesaria una defensa pública ante la imposibilidad económica de la o las partes.

3-A pesar de que estamos ante una realidad económica y una imposibilidad real, esto no debe ser justificante, para dejar de dar el servicio y la asesoría de calidad en diferentes materias a aquellas personas que en realidad lo necesitan,  situación que no puede permitirse en un Estado de Derecho como el nuestro.

4- El Proyecto en consulta propone una solución para dotar de fondos a la Defensa Pública con el fin que pueda lograr una mayor cobertura a estas personas no solo en materia penal, sino como pensión alimentaria y laboral. Lamentablemente el proyecto únicamente abarca materia relacionada con pensiones alimentarias y materia laboral, ya que existen otros tipos de litigios en donde también se necesita defender derechos fundamentales de los más necesitados, pero es entendible las implicaciones que ello tendría  en relación al monto del timbre que se pretende, esto  a pesar que en el proyecto no se expone los criterios tomados en cuenta para la estimación de timbre de un 0,5%, aspectos que seguramente serán discutidos en el seno legislativa y especialmente en la recomendación que la oficina de asuntos técnicos debería señalar.

5- Se considera recomendable incluir un procedimiento de rendición de cuentas, y evaluación del servicio por tratarse  de materia delicada donde están en juego derechos fundamentales, lógicamente contemplar la opinión del Poder Judicial, quien además de ser una consulta obligatoria, puede dar aportes importantes al proyecto relacionados con la legalidad, la razonabilidad  y operacionalidad. 

6-Igualmente se recomienda analizar la conveniencia de generalizar la palabra imputado para materia laboral y de familia, siendo éste término utilizado principalmente en el área penal como sospechosa de un delito siendo al final del proceso que se decide su estado de inocencia o no.[footnoteRef:1] [1:  Diccionario-Jurídico de Guillermo Cabanellas de-Torres:
“Imputable: Capaz penalmente. | Individuo a quien cabe atribuirle un delito por la conciencia, libertad, voluntad y lucidez con que ha obrado. (V. IMPUTACIÓN.) | En contabilidad, lo que debe ser cargado a una cuenta.”] 


7- En términos generales, se considera que la iniciativa del presente proyecto de ley es recomendable se hace la advertencia que actualmente en materia de pensiones alimentarias ya el Poder Judicial ofrece asesoría legal gratuita…” 


SE ACUERDA: 

a. Pronunciarse a favor del Proyecto de Ley “Reforma y adición a la Ley Orgánica del Poder Judicial para garantizar el financiamiento de las secciones especializadas en materia laboral y pensiones alimentarias de la Defensa Pública del Poder Judicial”, Expediente No. 18.586.

b. Tomar en consideración las sugerencias y recomendaciones emitidas por el ente técnico consultado.

c. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
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